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Resumen

El Estado Colombiano tiene como principales funciones, aquellas plasmadas en el preámbulo cons-
titucional.  Dentro de estas funciones, destacan la protección a la vida, la justicia y la paz, las cuales han 
sido incumplidas en el acto y efecto del conflicto armado que agobia el país. La razón de ser del Estado, 
esto es, el cumplimiento de sus funciones, se ha visto desdibujada por la incapacidad de proteger a sus 
asociados; más aún a aquellos que deberían ser sujetos de especial protección como las mujeres. En 
tal sentido, la Corte Constitucional en ejercicio garante de los derechos fundamentales, ha mediado 
impartiendo instrucciones para que el Estado se articule y propenda por evitar y/o accionar la garantía y 
goce de derechos a esta población que ha sufrido particularmente el flagelo del desplazamiento forzado 
y todos los hechos que el mismo conlleva. Identificar la estructura de protección propuesta por el 
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Introducción

El Estado Colombiano tiene unas funciones 
principales, unas funciones específicas que son 
inherentes a un estado democrático pero que 
también, por iniciativa de la Asamblea Nacional 
Constituyente, tiene unas funciones que a su 
juicio le fueron asignadas para propender por el 
correcto funcionamiento de la sociedad. Dentro 
de estas funciones, que se encuentran descritas en 
el preámbulo; destacan la protección de la vida, 
la justicia y la paz, las cuales han sido incum-
plidas. El deber del Estado Colombiano, esto es, 
su razón de ser, se encuentra en el cumplimiento 
de sus funciones, pues, es el pacto implícitamente 
firmado entre gobernantes y gobernados.

La flagrante omisión del deber de protección 
estatal de sus asociados, ha producido, sola-
mente en relación al conflicto armado, 7´860.385 
víctimas entre los años 1985 y 2015; esta cifra 
indica que el 16% de la población del país es 
víctima del conflicto armado (Chara, 2015), no 

obstante se tiene cuenta de víctimas del conflicto 
desde los tiempos de La violencia lo que nos 
remonta al año 1946  (Caballero, 2018).

“La cifra más alta de víctimas en el periodo 
relacionado, se registró entre los años 2000 y 
2002, en donde casi alcanza el millón, del cual, 
aproximadamente el 50% eran mujeres” (Ibáñez 
& Vélez, 2004, p. 6). Para el año 2003 la población 
de mujeres víctimas, esto es, de cualquier hecho 
que pudiera convertirlas en víctimas emanado del 
conflicto armado, se aproximaba al millón (Red 
Nacional de Información, 2019).

Como flagelo derivado del conflicto armado, 
el desplazamiento forzado se erige como el hecho 
sui generis, ya que los otros hechos de los cuales 
son víctimas las mujeres colombianas se encuen-
tran en concomitancia o derivación del mismo. 
En términos de desplazamiento forzado, entre 
los años 2004 y 2017, 2´312.751 mujeres lo pade-
cieron (Red Nacional de Información, 2019), dato 
que indica la dimensión del hecho y su repercu-
sión en el ámbito social.  

tribunal constitucional y perfilar las falencias estatales en el cumplimiento de los objetivos por este 
propuestos permitirá concebir el panorama social de las mujeres en este difícil contexto.  

Palabras clave: conflicto armado, desplazamiento forzado, derechos fundamentales, violencia 
contra la mujer, Estado, Corte Constitucional.

Abstract

The main functions of the Colombian state are those set forth in the constitutional preamble.  
Within these functions, the protection of life, justice and peace stand out, which have been unfulfi-
lled in the act and effect of the armed conflict that is overwhelming the country. The raison to be of the 
state, that is, the fulfillment of its functions, has been blurred by the inability to protect its associates; 
even more so those who should be the subjects of special protection such as women. In this point of 
view, the Constitutional Court, as the guarantor of fundamental rights, has issued instructions for the 
State to ensure that it is able to prevent and/or activate the guarantee and enjoyment of rights by this 
population, which has suffered particularly from the scourge of forced displacement and all the conse-
quences that this entails. Identifying the structure of protection proposed by the constitutional court 
and outlining the shortcomings of the State in fulfilling its objectives will make it possible to conceive 
of the social panorama of women in this difficult context. 

Key words: Armed conflict, forced displacement, fundamental rights, violence against women, 
state, Constitutional Court.
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La conexión entre el conflicto armado y la 
violencia hacia las mujeres es innegable. La 
probabilidad de ocurrencia de un nuevo hecho 
sobre una víctima de desplazamiento forzado se 
encuentra demostrada, pues el 85% de la totalidad 
de víctimas de cualquier otro hecho relacionado 
con el conflicto ha sufrido el desplazamiento (Red 
Nacional de Información, abril 2019). 

Ante tal panorama, la reacción del Estado 
Colombiano se vio reflejada, casi en exclusi-
vidad a aumentar el porcentaje del PIB destinado 
a engrosar el pie de fuerza entre los años 2002 y 
2006, el cual indica que la inversión se mantuvo 
durante el ejercicio de la Política de Defensa y 
Seguridad Democrática (PDSD). Respecto de 
dicho periodo, llama la atención que Colombia 
haya sido el país latinoamericano que más invirtió 
recursos del PIB en la seguridad pública (Centro 
de Estudios de Política y Relaciones Internacio-
nales CEPRI, 2016). 

Producto de los infructuosos esfuerzos del 
Estado, la Corte Constitucional emitió en 2004 la 
Sentencia T – 025  M.P. Jaime Araujo, declarando 
la existencia de un Estado de Cosas Inconstitu-
cional en el campo del desplazamiento forzado, 
con el fin de proteger los derechos fundamen-
tales de las víctimas de este crimen. La sentencia 
enuncia los factores que determinan la existencia 
de elementos estructurales que generan una viola-
ción de los derechos fundamentales; omisiones 
constantes de sus funciones por parte de autori-
dades estatales. La lista de derechos vulnerados a 
raíz del desplazamiento forzado es amplia. Con la 
sentencia la Corte evidencia la desnaturalización 
del Estado y presenta la realidad de un Estado 
fallido en el cumplimiento de sus funciones y 
razón de ser. 

Esta orden constitucional, señalo un camino 
a seguir, poniendo fin a la necesidad de esta-
blecer una acción de tutela para procurarse la 
protección de sus derechos, accediendo a un 
trato diferencial, en el que se reconoce su estado 
de “desplazado”. El reconocimiento se presenta 

con la inclusión en los sistemas y bases de datos 
de la población desplazada RUV (Registro Único 
de Víctimas), por medio del cual la prioriza-
ción en el acceso a salud, educación y vivienda 
entre otros se lleven a cabo. De igual manera el 
tribunal constitucional, señaló a la mujer (cabeza 
de familia) como sujeto especial de protección 
(Corte Constitucional de Colombia. Sentencia 
T-025 de 2003 M. P. Jaime Araujo). El Estado 
de Cosas Inconstitucional, sienta el precedente 
para que el mismo tribunal, mediante autos de 
seguimiento, analice los avances en razón a la 
protección de los derechos de las mujeres (Corte 
Constitucional de Colombia. Sentencia T-025 de 
2003. M.P. Jaime Araujo).

El examen informativo a realizar, aspira esta-
blecer lineamientos claros para abordar la labor 
del tribunal constitucional en la estructuración de 
mecanismos de protección a las víctimas, a saber, 
mujeres desplazadas por el conflicto armado. 
Desde la realidad legal establecida en la normativa 
vigente, el presente artículo pretende vislumbrar 
un estatus quo y su problemática, para así deli-
mitar algunas causas (Carabante, 2011).

Teniendo en cuenta lo anterior, se hace funda-
mental dar respuesta al siguiente interrogante: ¿El 
Estado Colombiano ha cumplido con las órdenes 
de protección especial para las mujeres, impar-
tidas por la Corte en el marco del Estado de Cosas 
Inconstitucional a partir del año 2004?.

La presente revisión jurisprudencial nos 
permitirá abordar el interrogante y determinar 
los desatinos estatales entendidos desde la pers-
pectiva de la corte como falencias estructurales.

Aunado al hito constitucional, se realizará una 
revisión al tema de la violación de los derechos 
fundamentales de la mujer víctima de desplaza-
miento forzado teniendo en cuenta las solicitudes 
elevadas a modo de derecho de petición a enti-
dades como la Unidad Administrativa para la 
Atención y Reparación integral a las Víctimas 
(UARIV) y la Fundación Sisma Mujer.(ver Anexo 
A y Anexo B)
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Antecedentes

En razón al sin número de acciones de tutela 
que en su mayoría, mujeres cabezas de familia, 
personas de la tercera edad y menores, así como 
algunos indígenas, interpusieron como conse-
cuencia del desplazamiento forzado del que 
fueron víctimas, y a la precaria respuesta Estatal 
frente a las solicitudes en diferentes mate-
rias como vivienda, salud y educación, la Corte  
Constitucional avocó conocimiento de la situa-
ción acumulando los procesos y profiriendo la 
Sentencia T 025 de 2004 M.P. Jaime Araujo.

El excesivo estado de vulnerabilidad de la 
población desplazado motivó entre otras razones 
a la Corte a resolver y ordenar al Estado Colom-
biano responder por la reiterada omisión en sus 
deberes de garantía y protección de los dere-
chos fundamentales a una vida digna, integridad 
personal, igualdad, trabajo, salud, seguridad 
social, educación, mínimo vital y protección espe-
cial de personas de la tercera edad mujeres cabeza 
de familia y niños.

Analizada la situación el Tribunal constitu-
cional declaró el Estado de Cosas Inconstitucional 
de la población desplazada con el cual pretendió 
asegurar el goce efectivo de los derechos funda-
mentales quebrantados, indicando la menara en 
la que el gobierno nacional debería implementar 
dicha protección  (Sentencia T 025 de 2004 M.P. 
Jaime Araujo).

Con posterioridad a la declaración de Estado 
de Cosas Inconstitucional, la Corte realizó el 
seguimiento al cumplimiento de lo ordenado. 
En lo que particularmente atañe a este análisis, 
esto es el especial cuidado que se desprende de la 
grave situación de las mujeres en el conflicto, se 
realizó el seguimiento por medio del Auto 092 de 
2008, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, con el 
cual se señaló el derrotero a seguir por parte del 
estado para la superación del ECI y la “Protección 
de los derechos fundamentales de las mujeres 
víctimas del desplazamiento forzado por causa 
del conflicto armado”. (p. 1)

En contraste, las respuestas estatales parecían 
alentadoras con la promulgación de la Ley 1448 
de 2011, con la cual se intentaba cerrar la enorme 
brecha de desigualdad entre unos mínimos vitales 
y la amplia grieta que separaba el desalentador 
estado de las victimas del desplazamiento. No 
obstante, la situación particular de las mujeres en 
este marco no vio mejora y la Corte una vez mas 
señaló las falencias estatales en las que incluyó 
además a las mujeres líderes y sus organiza-
ciones por medio del Auto 098 de 2013 M.P. Luis 
Ernesto Vargas Silva.

Lamentablemente, el acopio de recursos y 
lineamientos que por parte de la Administración 
Estatal se realizó para afrontar las ordenes de 
la  Sentencia T 025 de 2004  M.P. Jaime Araujo, 
no fueron suficientes; fue así como el Auto 009 
de 2015 hizo un enfático seguimiento de las 
ordenes segunda y tercera del Auto 092 de 2008 
en lo relacionado a los casos de violencia sexual 
sobre los cuales debía realizarse un programa de 
prevención de los riesgos de género respecto de 
la mujer desplazada.

Tipos de Información

Las fuentes fueron primarias (autores clásicos 
e investigaciones) o secundarias (autores y 
trabajos basados en las fuentes primarias), reco-
nocibles, referenciadas y respaldadas, que dan 
cuenta de los desarrollos teóricos e investigativos 
sobre el fenómeno; igualmente artículos de resul-
tados de investigaciones relacionadas con el tema 
que se hallaron en revistas nacionales e interna-
cionales indexadas.

Especialidad Temática

Búsqueda desde la especialidad temática, 
como lo es el conflicto armado en Colombia 
partiendo de la T-025 de 2004 de la Corte Consti-
tucional  y sus autos de seguimiento respecto de 
protección de los derechos fundamentales de las 
mujeres víctimas de desplazamiento forzado en 
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el marco de las decisiones de la Corte Constitu-
cional, en bases y metabuscadores, ProQuest, 
Scielo Bazil, Psicodoc,  Redalyc, entre otros.

Discusión

El tema ha sido debatido ampliamente 
debatido por autores como García-Salazar y 
Cotes-Castillo (2019) quienes analizaron “El 
enfoque de género y la Ley 1448 en Colombia”: 
En dicho artículo las autoras exponen como el 
conflicto armado colombiano y la violencia de 
género se han extendido por todos rincones han 
hallado un lugar fecundo en el cual desarrollarse, 
narrando la situación frágil de las mujeres en el 
conflicto armado.

En contraposición, la Ley de Víctimas y Restitu-
ción de tierras surgió como respuesta del gobierno 
nacional al estado de desamparo en el que se 
encontraban las víctimas: Encaminada a allanar 
terreno para la construcción del postconflicto la 
Ley se desarrolló en la perspectiva de la justicia 
transicional como un reconocimiento del Estado 
de los derechos de verdad, justicia y reparación 
de las víctimas. La Ley también aportó la crea-
ción de la Unidad Administrativa Especial para 
la Atención y Reparación de las Víctimas como 
coordinadora y responsable del Registro Único 
de Víctimas y la Unidad Administrativa Especial 
de Gestión de Restitución de Tierras Despo-
jadas encargada a su vez del registro de predios 
objeto de despojo. Este esfuerzo del gobierno 
nacional supuso un enorme desafío que signi-
fico la más grande puesta en escena en la historia 
del conflicto armado en Colombia, la cual estuvo 
acompañada de un importante presupuesto en 
busca del objetivo de elevar a los mínimos las 
afectaciones particulares tanto sociales, como 
económicas y culturales protegiendo, garanti-
zando acompañamiento, verdad, reparación  y 
garantías de no repetición; tal fue el espíritu de la 
Ley, tal y como lo plasmó el  Instituto de Ciencia 
Política Hernán Echavarría Olózaga (2014) en la 
Nota de Política No. 3 de Septiembre 

La Ley 1448 de 2011, refiere respecto al 
enfoque de género: “Por la cual se dictan medidas 
de atención, asistencia y reparación integral a 
las víctimas del conflicto armado interno y se 
dictan otras disposiciones”. En dicha Ley, que en 
su artículo 13 incorpora el principio de “enfoque 
diferencial”, en el hace referencia a las carac-
terísticas y necesidades especiales de algunas 
víctimas, como por ejemplo edad, su orientación 
sexual, personas en condición de discapacidad 
y el género. Frente a este tema la Ley 1448 del 
2011, consagra medidas especiales de atención y 
protección por parte del Estado, para las mujeres 
y niñas víctimas del conflicto. (Ballesteros, López, 
Torregrosa, 2020).

A la par de los autores citados Atencio-Gómez 
(2020) en su artículo “Los derechos de las mujeres 
víctimas del conflicto armado colombiano” 
identifica en primer lugar los instrumentos 
internacionales y regionales que amparan a las 
mujeres; luego reflexiona sobre las normas nacio-
nales de protección y garantía con respecto a los 
derechos. Luego se ocupa de analizar la situa-
ción de las mujeres colombianas víctimas, para 
luego describir los derechos de las víctimas, espe-
cialmente el derecho a la verdad, el derecho a la 
justicia y el derecho a la reparación, frente a los 
cuales el Estado Colombiano aún tiene el deber 
de avanzar. 

Con el artículo “Victimización y despla-
zamiento forzado de mujeres en el conflicto 
armado colombiano” los autores| Salcedo- Ávila 
y Paes-Machado (2019), muestran cómo mien-
tras la destrucción del patrimonio material minó 
la reproducción social de los grupos familiares, 
las pérdidas efectivas y potenciales de personas 
significativas afectaron los lazos de maternidad, 
cuidado y protección.

Todos ellos y muchos otros investigadores 
han analizado las falencias aciertos y desaciertos 
del Estado Colombiano en cuanto a la protección 
de los derechos fundamentales de las mujeres 
víctimas dentro del marco conflicto armado, 
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concluyendo que de las relaciones de poder pone 
en una clara desventaja a las mujeres frente a los 
hombres por el simple hecho de ser mujeres indi-
cando que son ellas quienes finalmente asumen 
toda la carga de la guerra y a quienes se les debería 
brindar mayores oportunidades y mayor acom-
pañamiento pues los estigmas de la violencia las 
acompaña siempre donde quiera que vayan. Pese 
a que esta es una realidad conocida y palpable es 
necesario darla a conocer de manera reiterada y 
sobre todo reivindicativa. 

Buscando Equiparar las Cargas

En adición a sufrir el proceso del desplaza-
miento, las victimas deben sortear de manera 
paralela las condiciones socioeconómicas preca-
rias. El 98.65% de las familias desplazadas, 
perciben ingresos por debajo de la línea de 
pobreza y el 47% de esta población, pertenece a 
grupos de adolescentes, niños, niñas y mujeres 

con dependencia económica (Salcedo- Ávila & 
Paes-Machado, 2019).

La información aportada por la Encuesta 
Nacional de Desplazados realizada por Profamilia 
desde el año 2000, evidencia que al año 2005, 
las familias desplazadas tenían acceso precario 
a los servicios públicos y sanitarios; la cober-
tura de salud era de tan solo el 40% y los niveles 
de educación llegaban al 55% en primaria, 29% 
en secundaria y el 14% no seguía ningún tipo de 
estudio, situación que generaba un mayor nivel 
de dificultad al intentar insertarse al mercado 
laboral en los lugares de recepción (Botón, Botero 
& Rincón, 2012).

En el caso particular de las mujeres, el nivel 
de escolaridad de aquellas que se encuentra en 
situación de desplazamiento es menor que el de 
aquellas mujeres asentadas que no han sufrido el 
hecho (Botón et al., 2012); información consta-
table en la gráfica 1 a continuación relacionada:  

Gráfica 1 (Proporción de mujeres por nivel educativo y proporción de desplazadas por quintil de riqueza 
2010)

Fuente: Ochoa & Orjuela (2013, p. 76)

En efecto, las mujeres desplazadas derivan su 
sustento de aquellos trabajos que pueden desa-
rrollar, tales como labores domésticas, o ventas 
callejeras. (Meertens, 1999).

En palabras de Pedraza (2005) “muchas 
mujeres en situación de refugio o desplazamiento 
enfrentan circunstancias de sobreexplotación 
laboral, abuso sexual, violencia y discriminación 
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que incrementan su condición de vulnerabi-
lidad” (p. 75). 

Con el ánimo de cambiar el panorama de las 
víctimas, entre el año 2000 y 2002 el gobierno 
nacional invirtió cerca de US$360 Millones, de 
los cuales el 81% se destinó a programas de esta-
bilización socioeconómica, 16.2% en programas 
de atención humanitaria y un 1.2% en programas 
de prevención. A pesar de esta partida presu-
puestal, para el año 2004 la Corte Constitucional 
evidenció el bajo impacto de las autoridades 
competentes en la atención integral de población 
desplazada, donde, uno de los factores expuestos 
es la baja capacidad financiera, y por ende insti-
tucional, de dichas autoridades citadas ( Ibáñez & 
Querubín, 2004).

La intención de equiparar las cargas por parte 
de la Corte con la Sentencia T – 025 de 2004  M. 
P. Jaime Araújo,  fue infructuosa. Los sujetos de 
especial protección, continuaron debajo de la 
línea de pobreza y sus condiciones, en especial 
las condiciones de las mujeres no tenían un parte 
de mejora. Las necesidades de las personas en 
situación de desplazamiento con mayor vulnera-
bilidad, mujeres, niños, niñas y grupos étnicos, no 
contaban con especial atención, tal fue el resul-
tado de las valoraciones jurídicas y fácticas que 
motivaron el Auto 092 de 2008 M. P. Manuel 
José Cepeda, el cual concluyo que el despliegue 
estatal no había respondido con efectividad a la 
necesidad de abordar la precariedad desde un 
enfoque de género que permitiera igualar la situa-
ción de las mujeres al minino de los derechos 
de las mujeres de la media nacional. De nuevo, 
el tribunal constitucional le señala al gobierno 
nacional la existencia de la problemática y carac-
teriza los efectos del desplazamiento sobre los 
derechos de las mujeres. 

La Corte Constitucional con el Auto 092 de 
2008 M. P. Manuel José Cepeda demandó al 

Estado una política pública diferencial concreta 
para la población desplazada, desde el marco de 
los derechos humanos de las mujeres, en el que 
ordena crear 13 programas específicos de aten-
ción. Entre los objetivos de estos programas se 
encuentra la prevención del impacto del despla-
zamiento que es diferenciado entre hombres y 
mujeres, prevención de violencia sexual, intrafa-
miliar y comunitaria, protección de los derechos 
de mujeres pertenecientes a poblaciones étnicas, 
derecho a la promoción de la salud, acceso a 
la propiedad de la tierra, a la participación y 
prevención de violencia sobre lideresas, y, en 
general, a la justicia, verdad, reparación y no 
repetición.

La Situación de Degradación 

La inaccesibilidad a titulación de tierras, la 
ocurrencia de otros hechos victimizantes conco-
mitantes, como violencia sexual y/o explotación 
sexual, reclutamiento forzado y la existencia de 
una alta probabilidad de esclavitud laboral, son el 
producto del desplazamiento forzado en el marco 
del conflicto (ACNUR 2009). Este dictamen se 
produjo como respuesta al análisis de los patrones 
de la violencia y discriminación de género, tanto 
de forma estructural de la sociedad colombiana, 
como los causados a raíz del desplazamiento. 
(ACNUR 2009).

En el año 2010 la cifra de población desplazada 
siguió aumentando. La partición de las mujeres 
dentro de la población víctima del desplaza-
miento fue de alrededor del 50% en toda la línea 
del tiempo (Gráfica 2). Esta situación implicó de 
hecho un esfuerzo mayor por parte del tribunal 
constitucional y de las autoridades nacionales 
para analizar y afrontar los cambios en las diná-
micas de violencia, efectos y situaciones en los 
territorios de llegada. 
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Gráfica 2. Población víctima del desplazamiento 1995 - 2018

Fuente: Realización propia con base en los datos abiertos del RNI. (2019)

Algunas de las barreras para reparar la pobla-
ción víctima del conflicto armado bajo un enfoque 
diferencial son identificadas por el Estudio sobre 
la implementación del Programa de Repara-
ción Individual en Colombia  (Portilla &  Correa, 
2015). Entre éstas, se encuentra la falta de expe-
riencia previa por parte de los funcionarios para 
su implementación a pesar de los  protocolos de 
atención, y el desconocimiento de los derechos de 
las mujeres como víctimas  “y no como culpables 
de su victimización por haber transgredido sus 
papeles sociales habituales” Portilla y Correa 
(2015, p. 50),  esfuerzos que resultaron insufi-
cientes en la incorporación del enfoque de género 
y en la formulación de proyectos; esto sumado 
a la falta de directrices claras sobre cómo hacer 
estas incorporaciones por parte del gobierno. 

Sumado a esto, en palabras de Vélez (2015)  
“Son importantes los mecanismos legales que 
existen para salir al paso de esa situación, pero 
hace falta divulgarlos más y fortalecerlos para que 
se apliquen verdaderamente” (p. 3). Las mujeres 
víctimas de desplazamiento forzado se encuen-
tran con patrones sociales, culturales, económicos 
y presupuestales que restringen el ejercicio de 
sus derechos (Portilla & Correa, 2015). Para la 
Vélez (2015) un tema social y cultural de gran 
envergadura que impide el avance en el proceso 

de protección y garantía de los derechos de las 
mujeres, es el miedo a denunciar y visibilizar, 
especialmente por el miedo a la revictimiza-
ción y a la mentalidad patriarcal que la violencia 
sexual ejerce sobre la mujer, la cual se inserta en 
un ámbito privado, aunado a un desconocimiento 
generalizado de sus derechos, como ciudadana y 
víctima del conflicto armado 

El déficit institucional se evidencia en la 
vulneración de derechos fundamentales como 
el de reparación integral, verdad y justicia de las 
mujeres víctimas del desplazamiento forzado, 
a casusa de entre otras razones, el bajo nivel de 
capacidad financiera de las entidades para atender 
a esta población, hecho asociado a la precaria 
atención de los desplazados en el sub-registro en 
el RUPD, cercano al 30%; lo que indica que tres de 
cada diez hogares desplazados no reciben ayuda 
del Estado porque no están registrados o están 
tramitando el registro” (Vélez, 2015).

Como consecuencia del deterioro en la insti-
tucionalidad para el enfoque de género respecto 
de las víctimas de desplazamiento forzado, el 
gobierno nacional elabora el documento CONPES 
3784 en el año 2013, con el cual identificó la par- 
ticular forma de violencia que el conflicto 
armado produce en las mujeres, desconocién-
dolas como sujetos de derecho y dificultando su 
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acceso a atenciones y restablecimientos gubernamentales, como se puede observar en la siguiente 
imagen (Mendoza, 2012).

Imagen 1. Razón de la pertenencia a grupos étnicos, problemática de discriminación y barreras de 
acceso a la oferta institucional de las mujeres víctimas

Fuente: Cartilla CONPES 3784 Consejo Nacional de Política Económica y Social República de Colombia Departamento 
Nacional de Planeación (2013, p. 15)

Según datos del RNI respecto del Registro 
Único de Víctimas (RUV), una parte consi-
derable de la población de mujeres no ha 
sido atendida por los diferentes sistemas y/o 
mecanismos previstos para su protección y 
reparación. La población de mujeres víctimas a 
noviembre del 2018 se contabilizaba 4.361.511, 
y de ellas, 23.949 son víctimas de delitos contra 
la integridad sexual y la libertad; 3.799.561 
desplazadas; 461.550 víctimas de homicidio; 
203.508 amenazadas y 78.828 desaparecidas 
forzosamente (Unidad para la Atención y Repa-
ración Integral a las Victimas, 2018). 

De estos datos, 7.892 mujeres víctimas de 
violencia sexual han sido indemnizadas por un 
valor de $153 mil millones y 2.675 han partici-
pado en programas de recuperación emocional. 
Del total de las mujeres víctimas por diferentes 
hechos, entre ellos el desplazamiento forzoso, se 

han indemnizado a 497.814 mujeres, de las cuales, 
104.392 han tenido formación en educación finan-
ciera y 20.862 en estrategias de recuperación 
emocional (Unidad para la Atención y Reparación 
Integral a las Victimas, 2018).

Conclusión

Sin duda, el conflicto interno colombiano, 
entre otras muchas causas, ha producido la injus-
tica social e histórica que vive la mujer en el 
país; los actores del conflicto armado, incluida 
la población civil han utilizado los canales de 
discriminación contra la mujer para violar sus 
derechos. Las cifras, relacionas son el inequívoco 
indicativo del abandono en el que la institucio-
nalidad colombiana ha sumido a las mujeres, que 
pese a los esfuerzos, partidas presupuestales y 
políticas públicas no han sido suficientes. 
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La Corte pasó de juzgar la política pública y dar 
lineamientos para fortalecerla a construir indi-
cadores que permitan medir el progreso de los 
esfuerzos para superar el Estado de Cosas Incons-
titucionales (ECI) y, finalmente, a reformular y 
contribuir al diseño de una nueva política, que 
incluya programas para grupos específicos como 
los enfoques de género. 

El análisis del cumplimiento de la  Corte Cons-
titucional en Sentencia T 025 de 2004 y sus autos 
de seguimiento hasta el día de hoy, en lo concer-
niente a las mujeres que han sido víctimas de 
desplazamiento forzado son un claro indicio de 
las falencias sociales con las que vivimos, que son 
tanto morales como legislativas. 

De acuerdo a lo expuesto por Noguera-
Sánchez (2010) en su artículo “Consejo de Estado 
vs. Corte Interamericana de Derechos Humanos 
en materia de reparaciones”, el reconocimiento 
de la responsabilidad del Estado por una viola-
ción a su obligación de protección o garantía 
tiene una doble importancia. Muchas de las 
víctimas, a pesar de que aceptan algunas indem-
nizaciones por reparación, consideran que más 
importante que ello es que el Estado Colombiano, 
o los agentes que hicieron los actos violatorios, 
acepten su responsabilidad y a partir de allí pidan 
perdón por los actos cometidos; tal es la rele-
vancia del reconocimiento de la responsabilidad 
estatal sea por su deber de protección de garantía; 
por acción u omisión.

Hasta el presente, el Estado Colombiano 
no dispone de la institucionalidad ni los meca-
nismos judiciales y extrajudiciales efectivos para 
enfrentar de manera adecuada la sistematicidad y 
generalidad de la vulneración de derechos funda-
mentales contra las mujeres en el marco del 
conflicto armado, ni de transformar los estereo-
tipos de género que originaron toda clase de actos 
de barbarie contra las mujeres. Obstáculos como 
la enorme dificultad para establecer políticas 
transversales de género en la institucionalidad 
gubernamental que aborda el conflicto armado, 

supone la incapacidad manifiesta de enfrentar 
la violencia en el país, la cual parece ensañarse 
particularmente con nuestras mujeres.
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Anexos

Anexo A. Respuesta de SISMA a Derecho de Petición
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Anexo B. Respuesta de DEP UARIV a Derecho de Petición
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